Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 25 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial le da la bienvenida al señor Ministro de Vivienda y Ordenamiento Territorial y a 
sus asesores, quienes han concurrido para conversar sobre la variada temática que abarca su Cartera y para darnos una visión 
global de lo que será la proyección de la acción del Gobierno en este período, las inversiones, etcétera. 


Sin más, le cedemos el uso de la palabra al señor Ministro, arquitecto Mariano Arana. 
SEÑOR MINISTRO..- Les doy las gracias por recibirnos en esta Comisión. 


Como los señores Senadores sabrán, el Ministerio fue creado por una ley de 1990, momento en el que nosotros integrábamos el 
Senado. Hace menos de cien días que hemos asumido la titularidad de la Cartera y, como el señor Presidente bien lo ha dicho, en 
esta oportunidad nos acompañan nuestros compañeros Directores Generales de nuestro Ministerio. Estamos aquí a los efectos de 
dar algunas cifras y conversar sobre algunas situaciones del Ministerio, tal cual lo hemos encontrado. 


Nosotros recibimos un Ministerio con un nivel de endeudamiento superior al 20% y un presupuesto totalmente comprometido hasta 
el año 2006. Podemos caracterizar como bastante grave la situación del conjunto y, en particular, la Dirección Nacional de Vivienda 
se destaca en ese plano. Digo esto, porque solamente el 11% de los funcionarios son presupuestados y el 45% son contratados 
eventuales, sin que hayamos podido conocer aún cuál fue la situación que motivó su contratación. Sin embargo, este es un aspecto 
de relativa importancia comparado con la situación crítica que afecta al sector, cuyo origen no puede ser atribuido, exclusivamente, 
a la crisis del año 2002. Entendemos que las causas son múltiples y bastante complejas y no sólo han sido generadas por la 
insuficiencia de los fondos puestos en juego. Desde la Ley de Vivienda de 1968, el Fondo Nacional de Vivienda ha sufrido recortes 
en varios sentidos, entre otros aspectos a tener en cuenta, por la disminución de las alícuotas imponibles y porque el famoso 2% se 
transformó, escasamente y por leyes sucesivas, en un 1%. 


Por otra parte, el descenso del monto imponible -consecuencia del descenso del salario, del aumento de la desocupación y de la 
informalidad- los recortes presupuestales y los ajustes fiscales de los últimos tiempos también incidieron en esa relativa 
disminución. 


Todos hemos participado de las discusiones acerca de cuáles fondos han sido recaudados y cuáles vertidos efectivamente en las 
viviendas. Como muestra bastaría decir que la Contaduría General de la Nación reconocía una deuda, entre el año 1998 y 
noviembre del 2004, del orden de los $ 2.000:000.000, mientras que actualmente el Fondo de Viviendas para pasivos contaba, al 
27 de abril de este año, con un crédito a favor de, aproximadamente, U$S 82:000.000. Sumado a esto, la morosidad incrementó la 
crisis en tanto parte de los recursos del Fondo provienen de la recuperación de créditos. 


Debe tenerse en cuenta que construir el Plan Nacional de Vivienda involucra mucho más que esbozar el nuevo Presupuesto. 
Ciertamente, no será una tarea fácil, considerando no sólo las fuertes limitaciones financieras que afectan al país y a la población, 
sino también que tendrá que ser diseñado en un contexto donde no existe el crédito para vivienda. 


Más allá de la llamada "Ley de Fortalecimiento" del año 2002, el Banco Hipotecario no tiene capacidad de otorgar préstamos. 
Recordemos que está impedido de otorgar créditos nuevos, justamente, por una Resolución del Banco Central que le obliga a 
realizar encajes importantes por los depósitos que posee. Además, por un convenio firmado el 5 de enero de 2002 con el Banco de 
la República y el Ministerio de Economía y Finanzas, como contrapartida de los depósitos en dólares que el Banco Hipotecario 
traspasó al Banco de la República, el Banco Hipotecario quedó obligado a afectar a favor del Ministerio de Economía y Finanzas la 
totalidad de los ingresos que obtenga por cualquier concepto, con excepción de los montos que autorice la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto. Este convenio se complementó con otro firmado el 3 de julio de 2003, por el cual se autoriza al Banco de la 
República a retener hasta U$S 2:000.000 mensuales para imputarlos a las deudas que el Banco Hipotecario mantiene con el Banco 
de la República. 


El Banco Hipotecario recauda aproximadamente unos U$S 6:000.000 mensuales y el destino de los mismos es el siguiente: U$S 
2:000.000, como dijimos, para el Banco de la República, U$S 1:500.000 para las empresas constructoras por los avances de obras, 
de acuerdo al convenio firmado por las Cámaras respectivas en un proceso que habrá de culminar el próximo año, es decir en el 
2006, y los U$S 2:500.000 restantes para gastos de funcionamiento con el mayor peso en las retribuciones personales y sus 
cargas sociales. Con esto tenemos una idea del cuantioso volumen que significa la operatividad de ese Banco con relación a lo que 
está recaudando. 


El resultado financiero del Banco Hipotecario en el último año fue positivo en casi $ 3.400:000.000, luego de más de $ 
20.500:000.000 de pérdidas acumuladas de los años 2002 y 2003, para tener una idea del descalabro de la administración del 
Banco Hipotecario del Uruguay, por decir lo menos, en la última década. 


El Banco Hipotecario continúa inhabilitado para otorgar préstamos, llegando incluso a situaciones tales como que los Fondos de 
Vivienda están obligados a regular los ahorros del Banco Hipotecario y que éste está impedido, por ley, de otorgar préstamos a los 
interesados. 


En lo que tiene que ver con la Dirección de Ordenamiento Territorial, esta unidad como coejecutora del PIAI, de lo que es el 
Programa centrado en la regularización de los asentamientos irregulares precarios, presentó nuevas cartas consulta, todas con 
problemas de contratación de tipo técnico, con problemas relacionados con la titularidad de la propiedad de los terrenos y también 
con problemas de formulación de los proyectos. En total, hay un único proyecto en ejecución y presenta un desvío de más del 30% 
con respecto a lo previsto. 


El total divorcio con la Unidad Ejecutora del PIAl ha significado que las nueve cartas consultas correspondientes a los nueve 
asentamientos 25 de Agosto, Las Retamas, Nueva España, Nueva Esperanza, Nuevo Colón, Parque Ambientalista, Santa María de 
las Piedras Blancas, Tres Palmas, 19 de Abril y La Esperanza, presentaran problemas de contratación de equipos, de titularidad del 
suelo -como dijimos- y de formulación de los proyectos. Todos estos hechos motivaron múltiples rechazos, observaciones y las 
consiguientes demoras. Al momento, y a varios años de haber comenzado el PIAl, sólo uno de los proyectos se encuentra en 
ejecución y tiene un 30 % de desvío respecto a lo previsto. En este marco no es extraña la ausencia de compromiso de la DINOT 
con el plan de renovación urbana conocido como Plan Fénix. Pienso que esto es sólo una parte de la falta de voluntad manifiesta 
en cuanto a cumplir con la obligación legal de formular políticas nacionales y racionales, además, de ordenamiento territorial a 
escala nacional, regional o local y también de orientar en materia territorial a las instituciones del Estado y a los Gobiernos 
Departamentales en todo lo que tiene que ver con la elaboración de políticas, de acciones sectoriales y, en particular, en lo que 
refiere a los proyectos de grandes obras de infraestructura como lo fue -y posiblemente lo será, de concretarse en el futuro- el 
citado Plan Fénix. 


Sin embargo, debe rescatarse como positiva la realización de un interesante ciclo de reflexión prospectiva -se trata de un borrador; 
no pasó de ello- sobre una política nacional de gestión costera que vale la pena tener en cuenta y que, obviamente, en términos 
turísticos y económicos puede resultar altísimamente beneficioso para el país, además de considerar preocupaciones que deben 
ser compartidas a nivel de todo el territorio nacional y de la población en cuanto a los aspectos ambientales. 


Creemos que una ley de ordenamiento territorial es imperiosa para los destinos del país y para el futuro inmediato. Algunos de los 
señores Senadores conocen bien el tema porque han participado en las discusiones de elaboración de un proyecto sobre el mismo, 
el que posteriormente ha tenido variantes. De todas maneras, la posibilidad de concreción de una ley de ordenamiento territorial es 
algo que todos los uruguayos tenemos pendiente, ya que por distintas razones se fue postergando. En determinado momento 
parece haber habido un cierto consenso pero quizás el año electoral impidió la concreción de esta iniciativa. La elaboración del 
proyecto produjo mensajes, además, algo contradictorios que de alguna manera pudieron haber influido en su no aprobación. Lo 
cierto es que se envió al Parlamento un proyecto de ley que luego el propio Ministerio no respaldó en forma nítida y clara, llegando 
a proponer, incluso, un articulado alternativo. Este es un aspecto que involucra y compromete al Ministerio así como a todo el 
sistema político en general, y lo tendremos que considerar en conjunto en un futuro -espero que próximo- con todos los Gobiernos 
Departamentales. 


En este aspecto, resulta también fundamental la actualización y complementación del marco institucional y normativo para la 
gestión del territorio en el marco del deseado desarrollo socioeconómico y ambiental. En tal sentido, es imprescindible un 
fortalecimiento institucional de la DINOT, tal como la conocemos habitualmente, para asumir las imprescindibles tareas de 
ordenamiento territorial sustentable. 


A nivel de todo el Ministerio consideramos un elemento diferenciador, por parte de este Gobierno, desarrollar una permanente 
colaboración e interlocución con los Gobiernos Departamentales -como ya hemos mencionado- y con otros organismos del Estado, 
a efectos de lograr el desarrollo e implementación de las políticas de hábitat, ordenamiento del territorio y gestión ambiental a 
escala nacional, regional y local, todo esto en vistas a la descentralización que el Ejecutivo desea implementar en todo el territorio 
de la República. 


Está en nuestro propósito promover amplios espacios de participación ciudadana en la definición e implementación de las políticas 
de hábitat, generando altos niveles de consenso en las políticas, de forma tal de convertirlas en verdaderas políticas de Estado. 
Asimismo, tenemos como meta la estructuración del territorio nacional con la incorporación de la dimensión regional para el 
desarrollo sustentable. También consideramos central coordinar los procesos de colecta, registro y monitoreo de todo tipo de 
información territorial en materia ambiental y de hábitat, facilitando el acceso universal a la misma e impulsando un eficaz sistema 
nacional de información. Por datos que hemos recibido estas últimas semanas -esto lo tiene bien registrado el arquitecto 
Villamarzo, Director de la DINOT, quien podrá referirse bien a ello- tenemos entendido que hay distintas oficinas que han 
superpuesto esfuerzos e incluso gastos y tienen bajo su área el generar sistemas de información territorializado y a veces no son 
del todo congruentes los unos con los otros; por tanto, sería absolutamente imprescindible que esto estuviera coordinado para 
tener la información adecuada, eficaz y, desde luego, disminuir los costos y los esfuerzos. 


Son igualmente objetivos de nuestra gestión el impulsar la consolidación de la capitalidad regional y el desarrollo del área 
metropolitana. Creo que esto tiene una dimensión estratégica de importancia a nivel nacional y que se ha ido actuando desde 
distintos ámbitos para alcanzar ese fin. Pensamos que hay buena disposición por parte de los integrantes del MERCOSUR, de 
pleno derecho, para que ello pueda suceder. 


La formulación y ejecución de estrategias de inclusión territorial en zonas de pobreza urbana y asentamientos precarios, para el 
mejoramiento de las áreas críticas y la integración de sus pobladores, son parte de esos objetivos dentro de nuestra gestión. 
También lo es el apoyo a la estrategia de inclusión territorial en áreas centrales e intermedias de las ciudades, en asistencia y 
marco normativo para las acciones de rehabilitación y densificación de las áreas residenciales. 


El apoyo a la investigación científico-técnica tanto básica como aplicada y la capacitación relacionada con los fenómenos de uso y 
ocupación del territorio y del suelo en general son otras de las preocupaciones absolutamente básicas para todos nosotros, 
particularmente vinculadas al ordenamiento territorial, aunque esto está muy involucrado con los restantes aspectos que tiene que 
atender el sector público en general y muy particularmente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Es en relación a los aspectos que mencionábamos que queremos afirmar que entendemos necesario legislar sobre el carácter del 
territorio como sustento de la vida colectiva, estableciendo la función social de la propiedad territorial y la necesidad de una ley 
marco orientadora e inicial, considerando, además, las intervenciones en el territorio como uno de los factores básicos de inclusión 
espacial y social. 


A su vez, es nuestro propósito promover la participación social en las decisiones referidas a la utilización y disposición del territorio 
y del hábitat, con instancias efectivas para la intervención de la sociedad civil y el ordenamiento territorial como herramienta para el 
desarrollo económico, social y ambientalmente sustentable, utilizando la legislación territorial como mecanismo descentralizador e 
incorporando el desarrollo de nuevas tecnologías y la promoción de redes informáticas. 


En lo que tiene que ver con la Dirección de Vivienda, la Ley establece que es de su competencia la formulación, ejecución, 
supervisión y evaluación de los programas y de los planes de vivienda, así como la instrumentación de la política nacional en la 
materia. Pero así como decíamos que las causas de la crisis habitacional son múltiples y complejas, debemos agregar también que 
no se trata solamente de tener una adecuada disposición de recursos económicos y una correcta utilización de los mismos. Existe, 
fundamentalmente, una habitual y mecánica identificación -expresamente, queremos hacer referencia a esto- entre la construcción 
de una política habitacional y la mera construcción de viviendas. Al hablar de vivienda, todos hemos comprobado el evidente 
desfase entre demanda y oferta, tanto en lo referente a los ingresos de la población -particularmente del sector que no accede a la 
oferta construida- como en lo relativo a su ubicación territorial. Me refiero a los conjuntos habitacionales que están localizados en 
algunos lugares despoblados con un consecuente crecimiento de asentamientos. En este sentido, me parece evidente que hay un 
signo claramente contradictorio con muchas de las preocupaciones que existen a distintos niveles en cuanto a la necesidad de 
abatir los costos del Estado. Por el hecho de hacer o dejar de hacer ciertas cosas, los costos públicos han sido estruendosos en 
todas las ciudades más o menos importantes que han sufrido un crecimiento de la mancha urbana y del asentamiento poblacional 
en los núcleos poblados, no como consecuencia de elementos planificados y ordenados sino por invasiones de terrenos o por las 
formas en que los propios pobladores, buscando una estrategia de supervivencia, se han ido afincando con las consiguientes 
demandas ulteriores, que son absolutamente entendibles, de servicios de agua, luz, teléfono, correo, control del Ministerio del 
Interior, transporte colectivo de pasajeros -lo que deriva en un aumento en el costo del boleto- y de -quizás esto sea lo más 
costoso- la implementación de caminerías e infraestructuras adecuadas para asegurar las condiciones de higiene ambiental y la 
salubridad genérica. Esto último implica un altísimo nivel de canalizaciones para poder asegurar un sistema de saneamiento 
razonablemente bien diseñado. 


Aunque me gustaría verificarlo al día de hoy, algunos cálculos han determinado que dejar que se establezcan estas situaciones sin 
control o no buscar alternativas para que las soluciones adecuadas puedan responder a ciertos requerimientos, a veces muy 
urgentes, de muchos de los sectores poblacionales empobrecidos, hace que los costos de infraestructura que hay que incorporar al 
conjunto de las viviendas sean de tal naturaleza que más valdría adquirir terrenos en plena cuidad consolidada -incluso en zonas 
muy próximas al centro de la ciudad- que hacerse cargo de lo que luego inevitablemente implicará realizar una inversión para dar 
una solución mínimamente aceptable y humana a aquellas personas que están viviendo en situaciones absolutamente precarias 
por no tener otras soluciones. 


Como decía, todos hemos comprobado ese desfase entre demanda y oferta. Por un lado, está la oferta de quienes quieren 
construir porque forman parte de la industria de la construcción. Dicho sea de paso, ese es un factor extraordinariamente 
dinamizador en una economía muy peculiar como la uruguaya -en donde, hasta el momento, no hay tantas oportunidades de 
inversión- y, más allá de los riesgos, tiene posibilidades de obtener réditos favorables. 


La oferta no necesariamente se compadece, en forma razonable, con la demanda de los sectores poblacionales. Quizás las 
situaciones se han hecho claras en estos últimos veinte años a través de la construcción de núcleos básicos evolutivos, porque 
realmente han sido una mala solución, ya que, a la postre han resultado muy caros, teniendo en cuenta que muchas de las 
viviendas han evidenciado dificultades y carencias muy fuertes en materia de resultados constructivos concretos, seguramente por 
la falta de los controles necesarios. La verdad es que esos núcleos básicos evolutivos han sido respuestas únicas a una demanda 
con requerimientos muy variados. Recordemos que se trata de soluciones habitacionales de algo más de 30 metros cuadrados y 
que tienen como comodidades un estar comedor, cocina, baño y un solo lugar cerrado como dormitorio, para unidades familiares o 
varios núcleos que cohabitan en la misma vivienda. Es más; aun cuando se trate de una única familia que lo habita, puede tener un 
número de hijos del mismo matrimonio o de otras uniones que, en algunos casos -como hemos visto en la última entrega de llaves 
de las 132 viviendas que, finalmente, se han entregado hace unos quince días- puede llegar a cinco, seis o siete. 


El otro tema que se debe plantear es el de la permanencia en la vivienda, porque no se trata solamente del acceso a la misma. 
Este es un problema bastante crítico. Aprovecho para decir que recibimos algunas versiones -no sé qué grado de veracidad se 
puede llegar a comprobar en ese sentido- que indican que algunas de ellas se están alquilando a $ 3.000 por parte de personas 
que han recibido las viviendas, luego de un enorme esfuerzo que han hecho distintos organismos del Estado. Creo que conviene 
verificar estas situaciones irregulares porque, probablemente, esté generándose la situación circular de personas que están 
demandando vivienda para obtener, de pronto, una retribución complementaria y luego vuelven a hacer lo propio para obtener otra 
solución o algunas de esas familias tienen una segunda vivienda que, como es obvio, no ha aparecido dentro de la documentación 
respectiva. Insisto en que habría que verificarlo porque, a veces, también la habladuría puede ser muy genérica. Además, aunque 
se diera esa situación, en todos los casos estamos hablando de gente que está en condiciones económicas y sociales muy 
comprometidas. Son las situaciones que hay que ver como realidades claras de una especie de submercado inmobiliario de la 
pobreza, en donde también se dan casos poco analizados pero que, ciertamente, no podemos desconocer. 


Como señalaba anteriormente, el otro tema que se debe plantear es el de la permanencia de la vivienda y no sólo el del acceso a la 
misma. En este sentido, tampoco se desarrollaron políticas activas para resolver el colapso que generó el alto costo de las 
viviendas construidas y que derivó en importantes grados de morosidad, planteándose el perverso círculo de morosidad o de no 
pago, con la presencia de intrusos en muchos casos. Esta realidad origina situaciones sociales muy complejas en no pocos 
conjuntos habitacionales, a lo que se agregan múltiples problemas constructivos y de mantenimiento, que han originado multitud de 
demandas, muchas de ellas aún pendientes y varias de las cuales se han producido hace muchos años, verificándoselas tanto en 
la capital como en el resto del país. 


Queremos promover un plan que tenga por objetivo central el mejoramiento de las condiciones habitacionales del conjunto de la 
población. De acuerdo a los aspectos reseñados, se trata de impulsar en esta etapa dos abordajes complementarios de la situación 
actual. Uno de ellos, es de carácter transitorio, que permita atender lo que ya está en marcha, aun cuando sabemos que existen 
opacidades en los procesos. Además, hay que tener en cuenta que los procedimientos ya están en curso. Y el otro, sería el que 
genere la interfase para habilitar la posibilidad de construir estructuras institucionales y de funcionamiento apropiadas en el marco 
de una nueva política de vivienda y de hábitat. 


Hacia el futuro, el cambio que entendemos fundamental debería estar constituido por una nueva visión del Ministerio, integrando los 
componentes de las tres Direcciones Nacionales como generador de la política pública en materia de hábitat y como articulador de 
los diferentes actores y agentes en la construcción de políticas públicas en materia de vivienda popular. 


Entendemos que el Ministerio debe asumir el rol rector en lo que tiene que ver con la política de vivienda, estableciendo e 
implementando las políticas que orienten el accionar de otros organismos del Estado que se encuentran en su órbita o bajo su 
coordinación como, por ejemplo, el Banco Hipotecario, MEVIR y OSE. Al mismo tiempo, existe una necesaria articulación con 
aquellos otros organismos relacionados con el sistema habitacional, como es el caso del PIAI, las Intendencias Municipales, la 
UTE, la Dirección de Catastro, etcétera. Independientemente de todos aquellos organismos públicos que también han impulsado la 
construcción de conjuntos habitacionales para atender las necesidades y las demandas de sus propios funcionarios. A esto, 
necesariamente hay que agregar la consideración de las acciones de los agentes privados, canalizándolas, estimulando y 
promoviendo aquellas que converjan con los lineamientos que se establezcan en el plan de vivienda, controlando y desestimulando 
las contrarias. 


El objetivo central de esta política será mejorar las condiciones habitacionales de la población, considerada ésta en su diversidad 
social, económica, etaria, étnica, cultural, de género, es decir, todo tipo de situaciones diferenciales que, sin embargo, por una 
postura de democracia institucional, conviene contemplarlas en su mayor amplitud en términos de propender a garantizar un 
derecho básico ciudadano. Naturalmente, la atención de aquellos sectores de población más carenciados, en situación de 
emergencia social y económica, que no tienen capacidad para acceder al mercado de la vivienda, solamente puede ser 
contemplada y, eventualmente, resuelta, por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


También debemos apuntar a disminuir en forma paulatina el déficit cualitativo como cuantitativo. Entendemos que el centro de las 
acciones en esta etapa debe estar dirigido a políticas o programas de acciones sobre el stock existente, priorizando y estimulando 
actuaciones que supongan densificaciones y actuaciones sobre las áreas centrales y recalificaciones en calidad de espacios de las 
áreas intermedias y periféricas que, en general, tienen poco equipamiento y estímulo para la vida individual y colectiva. Dichas 
acciones también deben centrarse en las zonas degradadas de la ciudad y de las ciudades, evitando así la construcción y el costo 
derivado con ello de nuevos equipamientos. 


Vamos a decir la verdad: así como se ha extendido la mancha urbana sin que se haya extendido ni remotamente en la misma 
proporción la población total de ciudades como la de Montevideo, también es cierto que termina siendo subutilizada o no utilizada la 
cantidad de construcciones edificadas originariamente como áreas residenciales o que pueden ser usadas como tales, al igual que 
muchos servicios comerciales, deportivos y, fundamentalmente, educativos. Es increíble el costo que para el Estado significa la 
cantidad de escuelas y de liceos que se han realizado y se siguen construyendo porque, obviamente, hay que ubicarlos en las 
proximidades de las áreas residenciales que se han ido incrementando en términos territoriales, aunque no ha sucedido lo mismo 
en lo que hace a la población, que no ha crecido ni remotamente en la misma proporción. Esos son costos adicionales a los que 
hemos señalado anteriormente. 


En consecuencia, estamos tratando de que esa concentración y densificación relativa permitan evitar la construcción de más 
equipamientos y la atención a la demanda de nuevos servicios, así como tratando de evitar la extensión de infraestructuras que, tal 
como lo hemos expresado, por lo general, son de muy alto costo. La grave situación habitacional está ubicada en el contexto de 
una sociedad como la nuestra, caracterizada por procesos crecientes de empobrecimiento, de polarización y de exclusión, 
circunstancia que obliga a subrayar el carácter necesariamente inclusivo de una política orientada a resolver el problema en 
términos auténticamente democráticos. 


El problema habitacional, especialmente el acceso a la vivienda, juega un papel distinto según los sectores de población con 
relación al conjunto de su situación particular. Para los sectores de menores ingresos, la vivienda supone un primer paso para 
iniciar procesos de integración social y así poder contar con rutas de salida, o por lo menos con indicios de salida, a la situación de 
marginación en la que muchos de nuestros compatriotas están viviendo. 


El problema central de estos sectores es, ciertamente, la falta de ingresos, la pobreza y la marginación y, preponderantemente, su 
solución pasa por el trabajo. Esta población poco capacitada accede dificultosamente al mercado laboral, siempre en empleos de 
baja remuneración en relación con otros sectores poblacionales y de mala calidad, que en un contexto de ampliación de la 
flexibilización laboral se manifiesta también en situaciones informales de empleo. 


La política habitacional debería, en consecuencia, considerar que las alternativas además de responder a la carencia de viviendas, 
faciliten todo aquello que sea un proceso de integración. Digamos la verdad: la construcción, sea por las opciones que muchos de 
los pobladores en forma totalmente irregular han hecho, apropiándose de terrenos públicos o privados o las soluciones de vivienda 
en áreas siempre alejadas de los centros cercanos a aquella demanda potencial de empleo -más allá de que la demanda sea 
escasa- hace más compleja la situación de las personas que de por sí ya es complicada y revela problemas serios. 


Los sectores populares a través de la explotación o la exclusión han sido evidentemente postergados o segregados de la 
participación y del goce de aquellas prácticas que construyeron en el pasado un tejido social y unas representaciones sobre lo que 
es un estilo o un nivel de vida digna, que la propia gente integra o va perdiendo, si es que se reitera en forma gradual, generación 
por generación, la situación de marginación. Empobrecimiento y exclusión social, ciertamente, son dos caras de un proceso central 
de marginalidad que se manifiesta en las desigualdades y en las brechas frente a la educación, a la salud, a la socialización con 
otros sectores poblacionales, a la seguridad y a la protección social, todo lo que conforma para nosotros una grave deuda social. 


Cada persona del sector más segregado ha sido conducida a una condición de inferioridad, de imposibilidad o de enormes 
dificultades, tanto para ingresar en el mercado de trabajo, como para poder participar social y hasta políticamente en plenitud. Esto 
es, realmente, un círculo vicioso tremendamente injusto y complejo que no podemos sino tratar de encarar con la mayor firmeza y 
la mayor cohesión. 


La política social junto con la económica deberá alternar, a nuestro criterio, esta situación, incidiendo en los procesos estructurales 
sin aislar a un sector de la población y sin compartimentar todo aquello que pueda ser vías de salida y sin absolutizar -por decirlo 
de algún modo- ninguna de ellas. Es decir que no es sólo por una vía que se va a salir de una situación de esta naturaleza, ya sea 
en términos individuales como grupales. La polarización y la exclusión engloban un fenómeno mucho más complejo, siendo la 
segregación territorial apenas -diría yo- una manifestación concreta de los fenómenos de fragmentación que crecientemente 
afectan a nuestra sociedad. En dicho marco es indispensable tratar de detener los procesos decrecientes de desequilibrio socio- 
urbanos. Por eso, es necesario conocer la realidad, identificar sus causas, tomar las decisiones correspondientes, pensar los 
programas de acción e idear las herramientas a ser aplicadas, procurando dotarse, lo más rápido posible, de instrumentos para 


actuar con alto grado de eficacia social, de modo de detener y revertir -si es posible- la segregación territorial. Una base será una 
planificación que contemple la heterogeneidad social en referencia a las condiciones del territorio donde su ubican las alternativas 
habitacionales. El diseño habitacional de interés social debe fundarse sobre las necesidades familiares y, por lo tanto, satisfacer las 
necesidades del bienestar individual. Esta situación, notoriamente, no es contemplada por los núcleos básicos evolutivos, sobre 
todo, cuando las familias son de compleja integración o de numerosos integrantes. Entonces, justamente, tenemos que buscar ese 
bienestar individual, familiar y grupal de los usuarios, tanto en su propuesta constructiva como en su gestión social, así como su 
integración al entorno donde se implanta. Insistimos en eso, en el entorno físico, material, territorial y en su entorno social. Es por 
este motivo que un problema de esta naturaleza no se va a resolver sólo con arquitectos, ingenieros, agrimensores o ingenieros 
sanitaristas, sino que posiblemente habrá que apuntalarlo con otras apoyaturas como la de técnicos a escala de asistencia social. 
Obviamente que será gente competente y notoriamente sensible frente a este tipo de situaciones tan críticas, agudas y, a veces, 
tan dramáticas que se están viviendo en todo el territorio uruguayo y, muy particularmente, en los núcleos poblacionales de mayor 
dimensión. 


Entonces, entender los programas como procesos sociales implica, necesariamente, dar un salto hacia una concepción de la 
acción habitacional como aporte integral a un cambio favorable de situación de la gente dentro de la estructura urbana, física y 
también social. Para la inauguración del Plan creemos que hay elementos que deben ser considerados en forma prioritaria y, voy a 
señalar algunos de ellos. La elaboración del Plan Quinquenal debe pensarse como acto constitutivo de un nuevo tipo de política 
habitacional pública de alcance nacional y de largo aliento en el marco de un plan nacional de hábitat. Por tanto, debe contener 
objetivos, lineamientos y criterios estratégicos de corto, mediano y largo plazo, en los cuales estén incluidas las modalidades de 
respuesta a la emergencia. En este sentido, el Plan Quinquenal de Vivienda es la primera fase del mismo y, su elaboración -a 
nuestro modo de ver- debe contar con la participación de actores sociales e institucionales y agentes económicos involucrados en 
este problema. 


Ese diálogo debería concretarse en la realización de acuerdos que condicionen y establezcan un marco apropiado para el accionar 
de todas las partes, asumiendo que en este quinquenio se va a satisfacer sólo un porcentaje de las aspiraciones de todos los que 
participen. 


Otro punto que me parece que vale la pena mencionar es que las políticas habitacionales deben implicar, necesariamente, no sólo 
construcciones nuevas sino también la potenciación de lo existente, como ya hicimos referencia hace unos minutos. En este 
sentido es importante establecer la orientación de diversos instrumentos que hacen a una política integral que contenga 
componentes en materia de arrendamientos y de mantenimiento físico del stock -construido y existente, particularmente 
habitacional- y que apunte a la utilización racional del suelo y a su uso integral para el conjunto de la sociedad. 


Otro punto a tener en cuenta, según nuestro criterio, es la descentralización con participación ciudadana de lo que es un espacio de 
construcción, pues se trata tanto de un proceso paulatino de transferencia de capacidades de decisión y de delegación de 
funciones y de resoluciones a los órganos locales, como de un impulso de fortalecimiento de la sociedad civil en las formas 
peculiares en que la misma se organiza en cada realidad departamental o regional. Entendemos que, en una perspectiva histórica, 
esta realidad es irreversible. 


Para ayudar mejor a este proceso debemos recurrir a la mirada del desarrollo local. La perspectiva de ese desarrollo supone poner 
de relieve el activo papel de instituciones públicas conjugando las acciones de actores locales, tanto a nivel social como 
económico. 


La intervención habitacional -me refiero a otro de los puntos que queremos destacar- en el marco de la política nacional debería 
partir de reconocer los requerimientos de la demanda -volvemos a insistir en esto- y no sólo de la oferta que a nivel privado las 
empresas proponen. Digo esto porque, de pronto, estos requerimientos pueden estar orientados por inquietudes no 
necesariamente confluyentes. A veces puede suceder que existan contraposiciones entre el interés social de determinadas 
soluciones para atender específicas demandas y realidades y el interés mayoritariamente -o exclusivamente- económico que puede 
tener una empresa privada, de la industria de la construcción. 


Esto supone una conducta proactiva del Estado que parta del problema habitacional expresado a través de la demanda y no de los 
intereses de los diversos actores ligados al área de la oferta. En realidad, ésta debe ser canalizada para la satisfacción de la 
necesidad habitacional real. 


Esto no quiere decir que haya una contraposición mecánica, sino que hay que colocar los términos en su verdadera realidad y 
poner los énfasis donde corresponde. Con los solos esfuerzos del Estado, evidentemente, no se van a poder resolver, positiva y 
eficazmente, esas demandas que nosotros queremos contemplar; creo que lo lograremos canalizando o condicionando la oferta a 
esas situaciones específicas que hemos explicitado. 


Otro punto importante está relacionado con las visiones integrales, participativas y desde la demanda, que suponen que el hábitat 
es un elemento propio del colectivo social. Por lo tanto, la mejora de la situación habitacional del conjunto de la sociedad implica 
defender, por parte del Estado, la primacía del interés general por encima del particular y, a la vez, promover el compromiso de 
todos los actores involucrados. 


Puede ser muy cómodo -aunque en la práctica no siempre se ha dado- porque es muy eficaz y muy rápido, poner soluciones llave 
en mano. Es probable que no haya que descartarlas totalmente, pero podemos buscar otras soluciones verdaderamente rápidas, 
eficaces, baratas y apropiadas. 


De manera, entonces, que la priorización del interés general implica que las acciones de la política habitacional no estén dirigidas a 
la satisfacción exclusiva de requerimientos corporativos o de grupos específicos. 


Considero que debemos extender lo antes mencionado a variadas dimensiones. Digo esto, porque el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente debe tener en cuenta, especialmente, las necesidades de aquellos sectores que no 
tienen capacidad u oportunidad de organizarse para demandar y que, hasta el momento, están al margen o se encuentran fuera de 
las políticas efectivas del Estado. A mi juicio, todo esto apunta a tratar de volver a ajustar en términos legales, en lo que 
corresponda -o efectivizarlo por la vía de los hechos- la directa conexión de los diseños que a nivel nacional se efectúen por parte 


de este Ministerio, con los Gobiernos Departamentales, otorgándoles responsabilidades -obviamente- controladas, para que el 
dinero no se desvíe del destino para el que fue asignado. Aquí hay una serie de responsabilidades y de conocimientos de los 
propios Gobiernos locales y, particularmente, de los departamentales, que no deberíamos eludir. De lo que se trata es de otorgar 
confianza y responsabilidad a aquellos que en el ámbito de cada territorio de la República pueden estar colaborando con tanto o 
más eficacia que aquella que puede controlarse desde el ámbito puramente centralizado. 


Finalmente, quería decir que desde el 31 de mayo próximo pasado, a raíz de la convocatoria realizada por el Grupo Asesor de 
Vivienda, que vino a contemplar las Comisiones Asesoras, tanto en el área de Medio Ambiente como en el de Ordenamiento 
Territorial, se han venido llevando a cabo reuniones en forma sistemática con buen número de asistentes. Recién en estos últimos 
días se ha podido constituir la Comisión de Vivienda, la que se viene reuniendo con la participación de todos los actores vinculados 
al tema. Entre ellos, figuran representantes de las diversas áreas de los distintos Ministerios, del Banco Hipotecario del Uruguay, de 
los ámbitos sindicales, empresariales y cooperativos, así como también gremiales, profesionales y aquellos vinculados a la 
enseñanza, particularmente, la terciaria. Es a través de esa participación de todos los actores vinculados al tema que dimos inicio al 
proceso de elaboración de un nuevo plan quinquenal. Dicho grupo asesor ya se encuentra trabajando y espero que obtenga 
buenos resultados como para incidir, con sus aportes, consejos e ideas, en todo aquello que pasará a ser ámbito de consideración, 
conocimiento, reflexión y apoyo -si así se entiende necesario- al ámbito legislativo nacional. 


Estas son las ideas que quería compartir con los señores Senadores, luego de haberlas coordinado con los compañeros aquí 
presentes que, obviamente, están a disposición de ustedes -como lo estoy yo- para ampliarles la información que deseen obtener. 


SEÑOR ALTAMIRANO..- En primer lugar, quiero hacer entrega al señor Presidente de los documentos -a los que hizo referencia el 
señor Ministro- que se manejan a nivel de la Comisión Asesora de la Dirección Nacional de Vivienda, los cuales están siendo 
analizados en las reuniones de los cuatro grupos de trabajo que se vienen llevando a cabo. Como decía el señor Ministro, hay un 
documento que refiere al marco general y otro al Fondo Nacional de Vivienda. 


El tercer documento se relaciona con los objetivos generales del Plan. Y hasta aquí hemos llegado en el planteo realizado para el 
trabajo de la Comisión Asesora. Nuestra idea es hacer un resumen de cómo se están viendo estas cuestiones en el seno del grupo 
asesor, algunas de las cuales ya han sido planteadas por el señor Ministro. 


A continuación, intentaremos resumir estos documentos que acabamos de entregar a la Comisión en cinco o seis puntos, a los 
efectos de poder visualizarlos con facilidad. 


Tal como señalaba el señor Ministro, vemos la aguda crisis que se vive con relación al acceso a la vivienda y a la permanencia, 
como un desafío, pero también como una oportunidad. Esto es así porque no sólo hay que ver la situación como un elemento 
preocupante, sino -repito- como una oportunidad para cambiar. Pensamos que la crisis no se relaciona únicamente con la situación 
de los últimos años, que todos conocemos -vinculada, sobre todo, con los ingresos de las familias y sus problemas y al 
empobrecimiento en general- y que en el fondo hay un tema estructural relacionado con las concepciones de las políticas, que 
todos arrastramos. Estamos muy matrizados con muchas formas de concebir las políticas habitacionales. 


En ese sentido, pretendemos -por más que suene algo presuntuoso- generar una nueva política habitacional. Esta política -y esta 
oportunidad que se nos plantea- está basada, primero, en concebir una política de Estado, porque efectivamente va a trascender el 
quinquenio debido a temas coyunturales que están relacionados con los compromisos que tiene el Ministerio en su presupuesto 
futuro. El Ministerio tiene compromisos comprometidos y programados hasta el 2007 y según cuáles sean el presupuesto y los 
fondos que se viertan. 


Todos sabemos que en el área de DINAVI y en casi todo el Ministerio, toda inversión implica bastante más de un año. En general, 
una obra en construcción dura, en promedio, dos años. En consecuencia, lo que estemos iniciando este año implicará los años 
2006 y 2007. En términos de vivienda siempre hay un arrastre en los planes quinquenales, porque los dos últimos años siempre 
van a involucrar a los tres primeros del siguiente. En este caso, dado el retraso de las inversiones y del cumplimiento de los 
compromisos que se generaron a partir de la crisis de 2002, esta situación se ha agudizado. De alguna manera, el arrastre que 
indicamos -en una posición conservadora- con relación a cuáles van a ser los recursos -que no sobran en el país- nos va a generar 
un plan quinquenal bastante corto. 


Por lo tanto, la situación nos obliga a mirar no sólo lo que tenemos por delante en el plan quinquenal, sino a que la concepción de 
muchas de las políticas que planteemos deberá estar basada en mirar hacia delante. Es así que nuestra búsqueda apunta a los 
problemas de fondo, de por qué llegamos a esta crisis, que desnudó el año 2002 absolutamente, pero que cuyo trasfondo es 
anterior. Pensamos que el problema está en el concepto y el diseño de los programas de vivienda y la búsqueda se orienta hacia 
una nueva praxis. 


Decimos esto porque hay mucho discurso elaborado, pero nunca existió una práctica coherente que, de alguna manera, pudiera 
controlar alguna de las variables que el señor Ministro anteriormente mencionó y que relacionaba bastante bien. Dichas variables 
se relacionan con los procesos que vivimos a nivel urbano de segregación, así como también a los problemas de focalización de 
las políticas, entre otros. Esto implica una nueva concepción y, sobre todo, una nueva práctica. 


Tenemos que tener coherencia en la búsqueda de los objetivos en los nuevos programas para que realmente se puedan llevar a 
cabo; sobre todo, hay que asumir lo que se ha hecho. Con relación a ello, hay un problema muy grave -que también lo vamos a 
abordar- que tiene que ver con lo que en general ha realizado el Estado, porque las últimas políticas que se han llevado a cabo a 
través de los últimos programas, en buena parte, son parte de la demanda futura, o sea que en el quinquenio ya se ha efectivizado 
parte de la demanda cualitativa de este quinquenio que vamos a asumir. Reitero que esto ha sido así por la forma en que se 
concibieron dichos programas. 


Entendemos también que los actores tienen que asumir nuevos roles, en particular el Estado, así como también el Parlamento. Por 
esta razón no hablamos solamente del Ministerio. Con respecto a esto -que en parte se debe a cómo estamos matrizados- en 
general las políticas de vivienda y la confección de los planes están desarrollados con una visión muy cuantitativa del tema, porque 
se tiene en cuenta cuántas viviendas se van a hacer, cuántas soluciones se pueden lograr, limitando muchas veces las políticas a 
un tema, reitero, cuantitativo. 


Otro tema importante para concebir las políticas del Estado tiene que ver con la consideración del conjunto de la población. El 
Ministerio tiene que asumir la responsabilidad de no tener fragmentados los mercados para evitar que las acciones del Banco 
Hipotecario se dirijan a los sectores solventes que tienen posibilidades y las del Ministerio a los sectores insolventes porque si 
sucede esto, ambas políticas no podrán tener ningún grado de relación. Estamos hablando, fundamentalmente, de la articulación 
de lo público y de lo privado. De alguna manera, creemos que el Estado tiene que recuperar iniciativa en ello, así como también en 
las políticas relacionadas con los sectores de menores ingresos, para que no se convierta en un actor que mira cómo se 
desarrollan los procesos en los cuales no está de acuerdo -por ejemplo, los de segmentación y fragmentación- y no desarrolla 
políticas activas en ese sentido. Con respecto a las políticas que se aplican a los sectores de menores ingresos es bueno aclarar 
que el tema de la vivienda es una de las políticas sociales dentro de una batería de políticas a aplicar para que les sirva como un 
camino de salida a su problemática de fondo que, obviamente, no es la vivienda, sino la pobreza. 


Otro punto tiene que ver con la importancia de actuar con transparencia. Pienso que acá está centrado el tema y no es ajeno al 
hecho de que estamos llamando al grupo asesor de la DINAVI. No estamos de acuerdo con el manejo de los recursos y pensamos 
que es un tema que también se tiene que discutir a nivel parlamentario. Me refiero a dar lo menos posible para llegar a más gente. 
Ello muchas veces se traduce en la no satisfacción de las necesidades y genera la demanda futura de los problemas que 
generamos con la aplicación de muchas de esas políticas. Para ilustrar esto, por ejemplo, damos una canastita y la gente más o 
menos se arregla. Es verdad, pero al no satisfacer las necesidades nos estamos comprometiendo a futuro y no resolvemos el tema 
real que tienen esos sectores que tienen que ver con el hábitat. Va mucho más allá de repartir lo poco para llegar a más gente. En 
realidad las políticas habitacionales tienen que solucionar los problemas que tienen las familias. 


Desde la sociedad, tenemos dos elementos importantes. Los actores, que son nuestros interlocutores constantes y que en general 
han tenido un comportamiento corporativo, en el cual el Estado ha sido totalmente funcional. Generalmente se relacionan con la 
oferta de vivienda. Estamos hablando de la Cámara de la Construcción, de FUCVAM -que son los sectores organizados- y el propio 
Estado, que son en general quienes han dividido la torta y han determinado la forma de cómo acceder a este tema. Esto también 
representa una ruptura. 


Siempre vamos a repartir una torta, pero nosotros tratamos de ver la forma de concebir fuera de los intereses corporativos, pero en 
la concepción de partir las políticas y los programas. 


El tercer tema es la población, en general, no organizada y que vemos como un beneficiario. Intentamos que, de alguna manera, se 
asuma la concepción de una ciudadanía responsable. Acá no hay ningún regalo. En el proceso de las políticas habitacionales se 
debe participar antes, durante y después y asumir la responsabilidad por el bien y por las estructuras que el Estado les está 
ofreciendo, de las cuales son parte a través de subsidios totales o parciales. Esto implica una concepción de cambio con referencia 
a los programas, sobre todo en aquellos de llave en mano. En la entrega de un bien, en general -anécdotas al respecto sobran- la 
gente sigue esperando hasta que se le rompe el marco de la puerta y que se lo arregle el Estado, considerando que nosotros 
tenemos alguna responsabilidad de continuar con esto. 


El señor Ministro también adelantó algo con respecto al siguiente tema. Es un poco caricaturesco, pero se trata de concebir los 
planes en función de la demanda y no de la oferta. Concebirlos a través de la oferta es bastante fácil. En realidad, al realizar los 
Programas de Vivienda se ha dicho: "vamos tirando viviendas y después metemos a la gente adentro". El paradigma absoluto es el 
núcleo básico. Después la gente ni entra en lo que le damos. 


Ayer, por ejemplo, tuvimos una reunión con los pasivos. La gente del Banco de Previsión Social y los representantes de los pasivos 
nos decían que, en realidad, nunca le habían dado al Ministerio la demanda real de pasivos. En principio, es bastante fácil hacer 
viviendas porque la demanda está y después los pasivos van entrando. Al no conocer la demanda, tal como ocurrió en Mal Abrigo, 
se llegó a un punto en que la franja de pasivos que ganaban menos de 12 UR se agotó y hubo que subirla a 24 UR para otorgar las 
viviendas a algún pasivo, porque se habían hecho en lugares donde no había demanda. 


En realidad, estamos acostumbrados a tirar ofertas al voleo y que después la gente entre a las viviendas. No se tiene en cuenta el 
proceso real de la demanda. El centro del problema es satisfacerla. 


Sin desconocer esto, nosotros tratamos de escapar a la discusión del déficit cuantitativo. Si consideramos que hay un déficit 
cuantitativo -producto de una serie de factores y que va de palo a palo, es decir, de la generación de hogares de altos ingresos a la 
de menores ingresos, según el Censo N* 1- hoy podemos decir que faltan 82.000 viviendas. En realidad, no nos dice más que eso, 
pero diseñar las viviendas sabiendo que faltan 82.000 viviendas es hacerlo a partir de la oferta y así ha sido en general, porque se 
sabe que alguien va a entrar. El Banco Hipotecario decía, por ejemplo: si usted hace un PPT, con la venta del 75% nosotros lo 
construimos. 


Cuando suceden situaciones de crisis agudas como que se desplace la oferta con los ingresos de la familia -situación aguda que 
estamos viviendo hoy- nos encontramos con la grave situación actual, en que hay viviendas a las que no accede la demanda que 
tenemos. Por lo tanto, la construcción por sí misma, vista cuantitativamente y a partir de la oferta, no resuelve el problema de las 
familias y sigue habiendo asentamientos, vaciamientos de áreas centrales y, de alguna manera, un derroche de recursos por no 
plantear los temas de otra manera. Hay que conjugar distintas políticas que tiendan al manejo del stock y de la construcción. Acá 
nadie está hablando de no construir. Se debe construir, pero todos tenemos que saber que con un mejor manejo de lo construido - 
en lo construido y el stock nosotros incluimos la tierra y la infraestructura, no sólo la vivienda, porque son operaciones de 
mantenimiento- la implementación de los programas y de la política implican una mayor capitalidad y complejidad en sus diseños. 


El tercer elemento, de alguna manera, hay que construirlo a través de las tres miradas. El Ministro adelantó un poco sobre este 
tema y no me voy a detener en él, salvo en la última parte. 


Tenemos la mirada de la inserción social, la mirada del territorio -porque son complementarias- es decir, dónde los vamos a 
desarrollar -ya que sobre todo será en los sectores de menores ingresos- y, por último, la mirada de la integralidad. Quiero hacer 
énfasis en este último aspecto ya que hay un elemento que es clave en este tema: nosotros hacemos una absoluta focalización de 
las políticas. Actualmente clasificamos a la gente por franjas de ingresos, les asignamos un subsidio pero, además, rígidamente, les 
adjudicamos un producto. Si una persona es de determinada franja y es pobre, tiene un núcleo básico determinado que es el 
subsidio total que consume en esa oportunidad pero, si tiene que crecer, no tiene más subsidio a pesar de seguir siendo pobre. En 


realidad, no sé cómo va a crecer y lo que sucede en los hechos es lo que vemos en la siguiente imagen. Allí observamos un mapa 
del departamento de Montevideo graficado. Los puntos y los colores que se aprecian se relacionan con la situación de necesidades 
insatisfechas, o demanda cualitativa de vivienda. Los puntos son los asentamientos irregulares y precarizaciones. 


Creo que es importante aclarar que todos hablamos de asentamientos irregulares, pero muy pocas veces nos referimos a la 
precarización de los conjuntos que el Estado ha dado. Es un hecho sintomático que hoy recibimos a una persona que viene por una 
vivienda nueva y a tres que vienen por lo que les dimos. En realidad, la cuota de producción que hemos generado es parte de 
nuestra demanda futura. 


Continuando con el gráfico que se proyecta vemos, en color verde, las situaciones de satisfacción en cuanto a vivienda y, en bordó, 
los casos de alto grado de insatisfacción. En la siguiente diapositiva se ve que, el círculo abarca a la zona de Casavalle, en color 
verde, a los conjuntos habitacionales del Estado y, en color ocre, a los asentamientos. Pasando al esquema siguiente vemos 
Casavalle, Jardines del Borro, el Barrio Borro, etcétera. A la izquierda se observan la Unidad Casavalle y la Unidad Misiones. Cabe 
destacar que esto es así desde la década del sesenta, porque el problema no surge hoy, sino que es producto de la precarización 
del territorio por la acumulación de ciertas políticas. En este gráfico tenemos núcleos básicos en todas sus variedades. Los pusimos 
allí, pasaron los años, y los volvimos a poner. Al lado de ellos están los asentamientos que, generalmente, se llaman los "Hijos de", 
es decir, aquellos a los que no se dio satisfacción por los conjuntos habitacionales del Estado. Observamos en la imagen la Unidad 
Misiones, abajo un conjunto de núcleos básicos con el asentamiento al lado -aclaramos que el esquema es actual- y otro conjunto 
más arriba. 


En conclusión, tenemos que acceder a una forma de ruptura del vínculo que tienen el ingreso de las familias y sus subsidios que, 
actualmente revelan una fuerte relación en cierta manera inversamente proporcional. Pero esta ruptura debe posibilitar que, el 
producto que se les dé, esté en relación con la satisfacción de la necesidad de la familia y no atado a su ingreso. Por el hecho de 
que la persona sea pobre, el otorgar un núcleo básico puede no dar satisfacción al problema. El buscar resolver este tema sin 
rigidez, con un amplio margen de políticas e instrumentos, es el desafío más grande que tenemos, considerando desde el 
cooperativismo a cualquier política franjeada y focalizada. Esto sin caer en el infantilismo de creer que todo va a ser plural y que 
vamos a poder poner gente en áreas centrales resolviendo todo a las mil maravillas. Es un tema sumamente complejo; la cuestión 
es que las políticas deben ser coherentes para, por lo menos, detener e invertir los procesos en los cuales, la conjunción y la 
ruptura de la relación programa-producto con subsidio e ingreso y la mejor articulación de esa situación, son un gran desafío. Hoy, 
por ejemplo, en los Programas que tiene abierto el Ministerio, si usted no es cooperativista, a lo sumo podrá acceder a un núcleo 
básico. En realidad, el cooperativista no lo es por concepción, sino por la certeza de que puede acceder a una vivienda ya que, 
efectivamente, ese mecanismo ajusta la relación entre el producto y la necesidad para hacerla ampliamente satisfactoria. Tendrá 
otros problemas que podremos discutir, pero desde ese punto de vista, el cooperativismo es un acierto. 


El otro gran problema es el tema del crédito y los recursos. No hay política habitacional si no hay crédito; quiere decir que es 
imposible que sólo con los subsidios podamos hacer una política habitacional. El crédito es casi inexistente, más aún cuando el 
organismo financiador tiene una crisis absoluta. Esto nos crea muchísima preocupación porque debemos hallar las formas 
alternativas de complementar el acceso a la vivienda y no hay forma de resolverlo. Digo esto porque el cooperativismo recibe 
créditos del propio Fondo Nacional de Vivienda, a saber: un subsidio y un préstamo. Nosotros podríamos generar algo, pero 
obviamente el Fondo no alcanza. No hay créditos como los que otorgaba el Banco, con sus propios recursos, o un préstamo más 
un subsidio nuestro. Sin embargo, si no existe el crédito y si no se resuelven los sectores medios o si es poco el crédito, no se va a 
resolver coherentemente la situación de los sectores bajos, porque los sectores medios, digamos, "gentrifican" y van a buscar el 
crédito. Sabemos que la forma de acceder al crédito es a través de una declaración jurada, aunque en realidad van a buscar el 
subsidio. 


Se trata de un tema muy complejo y hasta el momento no tenemos la certeza de cómo lo vamos a solucionar. En un principio, 
teniendo en cuenta que el país va a mejorar y que podemos hacer planteos, todavía no es claro cómo van a estar los instrumentos 
de fideicomiso y qué va a pasar, por ejemplo, con las AFAP. Estas eran fuentes que estaban planteadas como para absorber ahorro 
privado y destinarlo a la vivienda. Esto era a muy largo plazo. Cuando hicimos una crisis en la permanencia de las viviendas se 
produjo la ruptura absoluta de la solidaridad de la devolución del préstamo, obviamente por un problema de ingresos que puede ser 
coyuntural, aunque hoy se está transformando en un tema cultural por la falta de políticas activas. Creo que esto se debió también 
a políticas equivocadas, porque si yo le doy un subsidio a uno, al de al lado no y al conjunto siguiente sí, aunque no sabe con qué 
criterio quedó dentro de esa política, al final no paga ninguno. Esto es lo que sucede en cientos de casos de viviendas del Banco 
Hipotecario y de nuestro Ministerio. Se trata de un tema sumamente grave y el asunto es ver cómo recuperar la confianza porque 
implica el futuro. La recuperación implica, precisamente, la recuperación del Fondo Nacional de Viviendas. 


El otro tema al que quería referirme es el de la estructura del Plan Quinquenal. Hasta ahora tenían la estructura que se observa en 
la transparencia. Por ejemplo, la columna de la izquierda separa lo urbano de lo rural, en cuanto a vivienda nueva, y las franjas de 
abajo implicaban intervenciones sobre el stock que, en realidad, eran totalmente anecdóticas. Por ese motivo, con respecto al stock 
que hoy nos está estallando en la cara, vamos a tener que generar políticas hacia el arrendamiento y hacia su mejora, porque 
estamos en una situación grave puesto que hace dos quinquenios que no se invierte y que no hay créditos blandos para recuperar 
y mantener la vivienda. 


Las otras columnas en realidad franjeaban y establecían los programas. Hacia la derecha, por ejemplo, estaban los núcleos 
básicos, de O a 30. O sea que se establecía cuándo se tenía el presupuesto, cuántas viviendas había y cuántos subsidios. Por 
supuesto, esto siempre ha colapsado en sí mismo y es parte de una concepción; termina siendo el plan determinante de cuáles son 
tus programas. Justamente nosotros queremos romper esa relación, por más que sepamos que va a haber ingresos y alguna 
relación con el subsidio y con las franjas. Pero, si no podemos romper en el propio Plan la forma de no determinar fuertemente o no 
establecer una rigidez en la relación entre subsidio y producto, en realidad, queremos escapar a esta lógica de plan para que se 
tenga más flexibilidad en su presentación, y que nos permita generar mayor cantidad de instrumentos a partir de los subsidios y de 
los ingresos de la familia. En definitiva, necesitamos tener un pool de instrumentos mucho más grande que los que tenemos hoy. 


Esta forma de presentación nos obliga a decidir cuántas unidades tiene cada programa y, por lo tanto, realizar una determinación 
exacta. No estamos planteando que los indicadores no sean evaluados. El problema radica en cómo reestructurar un plan que 
permita mayor flexibilidad. La propia ley de vivienda establece algo similar a esto en cuanto a cómo debe ser presentado el Plan. 


Después viene todo lo relativo a los objetivos, pero quizás sería pertinente detenernos en este punto para que los señores 
Senadores puedan formular sus interrogantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que se ha brindado una minuciosa y detallada presentación en lo que tiene que ver con todas las 
áreas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y en particular el de la vivienda, que es la que más 
sensibilidad genera en la gente. 


He escuchado con mucha atención el planteo realizado y, como ya hemos recibido en esta Comisión al Directorio del Banco 
Hipotecario, no nos sorprenden esos nubarrones que se ciernen sobre los años que vienen en lo que tiene que ver con la escasez 
O casi inexistencia de recursos para afectar a la construcción de nuevas viviendas. La morosidad del 70% que se manejó, 
evidentemente, pone al Banco Hipotecario en una situación de quiebra técnica o de inexistencia de la Institución. 


En cuanto a lo que manifestó el señor Ministro de la distribución de los menguados ingresos de la Cartera, no queda ni un solo 
peso para destinar al crédito de vivienda, lo que genera un impedimento muy grande, a lo que le debemos sumar que el Ministerio 
de Vivienda tiene comprometido sus recursos hasta el año 2006. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- En cuanto a ese punto, corresponde decir que hasta el 2006 tenemos compromisos asumidos porque se 
trata de, por ejemplo, licitaciones que ya fueron adjudicadas, pero también tenemos otros compromisos que llegan hasta el 2008 
que es el caso de la gente a la que se le dijo: "Mire que a usted le toca.", por lo que están a la espera. Podemos decir que hasta el 
2007 prácticamente hay cheques que han sido firmados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al margen del cambio de la perspectiva de los objetivos del Plan, de intentar acercarlo a la demanda y de 
trascender los intereses corporativos, quisiera saber si ahora que se acerca la instancia presupuestal, cabe la posibilidad -por 
supuesto que eso lo determinará el señor Ministro de Economía y Finanzas- de que se asignen mayores recursos para paliar esos 
compromisos ya asumidos y que evidentemente esta Cartera deberá atender. Al respecto me gustaría saber si el arquitecto Arana 
ha conversado con el señor Ministro de Economía y Finanzas para ver si hay alguna posibilidad de que se destinen mayores 
recursos en un área tan trascendente como es el crédito para la vivienda, teniendo en cuenta, además, que desde el sector privado 
-el señor Senador Ríos conoce bien ese tema- se reclama urgentemente que el Estado vuelva a estar presente en el mercado. 
Personalmente, creo que por los números que se manejan en éste ámbito, eso no va a ser posible. 


SEÑOR RIOS. - Antes de comenzar, quisiera pedir disculpas a nuestros invitados y a los señores Senadores porque junto a la 
señora Senadora Percovich estábamos atendiendo otra Comisión y no pudimos llegar en hora. 


Considero que hay ciertos datos de la realidad que todavía no manejamos como puede ser la conformación del Presupuesto, 
porque todavía se está trabajando en la forma de su instrumentación. Si bien existen ciertas voluntades, todavía no tenemos los 
números porque recién se está elaborando. Por su parte, los recursos del Ministerio están comprometidos, como mínimo hasta el 
2006 y hasta el 2007 se deben tener en cuenta las licitaciones adjudicadas. Estos son, por llamarlo de alguna manera, los 
compromisos jurídicos con empresas constructoras, independientes de la demanda social. En ese sentido, quisiera saber qué 
elementos del Plan Estratégico que vinculan a la persona o a la implementación del Plan Quinquenal, podemos desarrollar mientras 
dura esa realidad que, tal vez, pueda ser mejor. Si no lo es, ¿hay aspectos sociales que se puedan involucrar para que el nuevo 
Plan -en su sentido completo- pueda avanzar? Me refiero a que se pueda comenzar a pagar o por lo menos a dejar de lado el 
pensamiento de "me regalaron", "me dieron" o "no pago". Esta es la pregunta, con un fondo de reflexión, que quería dejar 
planteada. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Es obvio que no nos vamos a resignar a hacer el Plan Quinquenal del Gobierno anterior. Entonces, de 
alguna manera tenemos que ir mutando y transformando cada uno de los compromisos en función, en lo posible, de los objetivos 
del Plan que tenemos planteado. Es decir, en algunos casos no habría problemas. 


También estamos analizando el tema con representantes del cooperativismo para que no quede franjeado. Aclaro que ellos vinieron 
con un reglamento que implicaba nuevas franjas; estaban peleando para tener, por ejemplo, cooperativas de O a 30. No estamos de 
acuerdo con ello, sino que queremos cooperativas en donde cada familia, en función de sus ingresos, tenga un subsidio y sea 
cooperativista, pero no de su franja. 


En algunos casos, cuando tengamos un contrato con empresas, por ejemplo, deberemos decirle: "Usted tenía cincuenta núcleos 
básicos; no nos interesa su programa. ¿Cómo podemos transformarlo en veinte viviendas?". La cuestión es la demanda que está 
en espera. Cabe aclarar que el compromiso no es con las empresas. El tema no son los juicios, sino la demanda y la gente que 
está esperando por una solución a su problema desde hace años. Cuando hablamos de "comprometido", no se trata solamente de 
un tema de recursos, sino también de familias a las que ya se les dijo que van a tener su vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por los núcleos básicos evolutivos es muy poco lo que se paga, pues se trata de dos unidades 
reajustables. ¿También hay atrasos en esa materia? 


En el interior también he visto situaciones similares. Seguramente, ello responde, no sólo a la escasez de los ingresos, sino 
también al problema cultural del no pago que está impuesto en muchos lados. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- Acá hay un tema absolutamente diabólico: no hay manera de conocer quién debe. 


El Ministerio asignó un subsidio de dos unidades reajustables por dos o cinco años. En función del acuerdo que se haya realizado, 
se dice a quien corresponda: "Vaya al Banco Hipotecario y páguele al Instituto de Asistencia Técnica". Tratándose del Banco 
Hipotecario, en este caso, quien corresponda va a pagar y dice: "Yo soy 748/002". El Banco Hipotecario no sabe de quién se trata, 
porque lo que reconoce es un número. Efectuado el pago, se otorga un recibo. No se sabe quién pagó ni qué cuota es; a menos 
que venga una persona y presente sesenta recibos de pago. ¿Cuál va a ser la solución para algún día escriturar esas viviendas? 
No se sabe. Desde 1992 habría que recorrer trece años de microfilms de cada uno de los recibos que emitió el Banco Hipotecario 
para identificar los primeros, y luego ver cuántas veces aparece el 748/002 en los últimos quince años. Solamente el costo de 
revisar todos los recibos emitidos por el Banco Hipotecario en los últimos trece años, es superior a las dos unidades reajustables de 
todos los núcleos básicos evolutivos que se puedan pagar. 


Como decía, nadie conoce cuál es la morosidad de los núcleos básicos evolutivos, quién terminó de pagarlo y quién no, a menos 
que alguien concurra con sus sesenta recibos que le haya emitido el Banco Hipotecario. Esto es así, sin hablar de aquellos casos 
que están intermediados por el Instituto de Asistencia Técnica, que cobra dos unidades reajustables, se queda con una y vierte el 
resto a un pozo en el Banco Hipotecario. Si el Instituto de Asistencia Técnica no cobra, no vierte, no informa, si desapareció, no se 
sabe. Esta situación de desconocimiento es general en el Ministerio con respecto a la administración del Fondo Nacional de 
Vivienda. 


De dicho Fondo se gasta y nadie se preocupó jamás de controlar la recaudación. Entonces, cuando preguntamos a la División 
Financiero-Contable o las secciones del Ministerio encargadas de este tema si la Intendencia de Colonia pagó o no el Fondo 
Nacional de Vivienda -la de Montevideo sí lo hizo- o si la Intendencia de Rocha pagó o no, se buscan los datos y no aparecen 
registradas, es decir que ni les abrieron un renglón, ni les asignaron número. En el caso de las que pagaron, tampoco se sabe si lo 
que pagaron es lo que correspondía. Se trata de una bolsa donde se recibe dinero y nunca se constató si es el 1% de algo o no. 
Por ejemplo, ANCAP deposita en una cuenta del Banco Hipotecario su 1% para el Fondo Nacional de Vivienda. Sin embargo, hace 
unos días nos llegó una comunicación del Banco diciendo que ANCAP se había equivocado porque vertieron en la cuenta del 
Fondo Nacional de Vivienda, además del dinero correspondiente, las cuotas que les retenían a los funcionarios para pagarle a esa 
institución. Además, nos preguntaba si era cierto que ANCAP, además de verter lo correspondiente al Fondo Nacional de Vivienda, 
había depositado las cuotas de los funcionarios. Y eso no lo sabemos; no sabemos si vertió lo correspondiente al Fondo Nacional 
de Vivienda, las cuotas de los funcionarios, si regaló dinero o si viene apropiándose en los últimos diez años de ese dinero; no lo 
sabemos. Sí sabemos que hay registros en la Contaduría General de la Nación y en el Banco Hipotecario de cuánta plata ingresó 
al Fondo Nacional de Vivienda; pero quién le está debiendo y quién no, no se sabe. Todo lo que significa ingresos, no se sabe. De 
todas las cooperativas a las que el Ministerio les dio préstamos, no sabe cuáles deben y cuáles no. ¿Por qué? Porque la Cartera no 
lleva registros sobre este tema, sino que tiene un rubro en el Banco Hipotecario -no es una cuenta porque para estos fines no se 
las pueden tener allí, de acuerdo con la Ley de Fortalecimiento Institucional del Banco- que se llama Recupero de Cooperativas. 
Nunca nadie en el Ministerio preguntó: ¿Recuperos de qué cooperativas? Hace unos días se conformó una Comisión para ver 
cuáles de las cooperativas financiadas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tienen deudas y 
cuáles no. Pero ocurre que, repito, nada de lo que corresponda a las recaudaciones de los recuperos del Fondo Nacional de 
Vivienda se sabe. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Esto tiene una cierta lógica. Como se decía, el Ministerio no tienen ninguna persona que se dedique al 
recupero o a la gestión de fondos. Para la Cartera se trata de un tema de gastos. Es decir que se ve cuánta planta nos dan y 
vamos haciendo los programas. Sobre quién paga y quién no, no hay una sola persona que lo sepa. Casi toda la reconstrucción del 
documento que hemos traído fue hecha en el Banco de Previsión Social, con la colaboración de otros lugares, ya que internamente 
nadie lo sabía. Repito, esto tiene una cierta lógica porque como todo estaba topeado, no se permitía gastar de lo que se 
recuperaba. Entonces, ¿para qué voy a recuperar? ¿Por qué me voy a esforzar para recuperar si después no lo puedo gastar? 
Esto tiene una lógica perversa, absurda, de que del otro lado también sabían que si no se controlaba si se pagaba o no, si nadie 
hacía una gestión de cobro, para qué se iba a pagar. Esto es realmente perverso, pero es así. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No me sorprende lo que se ha dicho en Sala, porque es una situación que en lo personal conocía 
bastante. De todos modos, es muy claro lo que se ha dicho. 


Es evidente que tenemos que renegociar todo con los actores, o sea, los productos -porque habrá algunos que no queremos que 
existan- las condiciones, los plazos de obras, los controles, etcétera porque otro de los problemas que sabemos está planteado es 
el relativo a las empresas que quiebran y desaparecen o algunos institutos que son "truchos", que no existen. 


Por lo tanto, estamos de acuerdo con que hay que renegociar todo esto. Entonces, para esa renegociación, quiero dejar planteada 
una idea que hace tiempo vengo manejando y que me preocupa bastante. 


Comparto plenamente el criterio de desarticular esa separación en franjas de la población que, en cierto sentido, hasta es 
discriminatoria. Pregunto, a partir de la reunión que ustedes han tenido con los sectores de jubilados, ¿qué posibilidades hay de 
renegociar con ellos para que los complejos no estén sólo habitados por estas personas? Digo esto porque veo un drama social 
para un conjunto de veteranos que, de a poco, van muriendo y transitando una peripecia bastante difícil. Creo que todo sería muy 
distinto si un complejo fuera, por ejemplo, mixto. Sé que los jubilados llegaron a esa situación para defender sus viviendas -tomaron 
una actitud defensiva que generó una cuestión perversa- pero a la hora de reestructurar un Plan Quinquenal, quizá habría que 
introducir una reestructura también en este punto. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Los jubilados son los más duros. Ayer tuvimos una reunión y a partir de un planteo, ya nos adelantaron 
que iban a hacer una movilización. 


Nosotros decimos que todo esto es una construcción. En ese sentido, compartimos lo que señala la señora Senadora Topolansky 
en cuanto a que los jubilados vienen de una lucha para obtener esto por ley y que se trate de un Fondo para vivienda, y ellos lo 
quieren ver plasmado en ladrillos. 


Por eso, estamos tratando de abrir el juego a una cantidad de posibilidades. Ellos han asumido un planteo de una solución 
habitacional para aquellos, digamos, no autoválidos, con el fin de que puedan existir políticas referidas a alquilar camas en hogares 
residenciales, porque por sus propios procesos, en realidad, nunca saben, al momento de obtener la vivienda, cuánto tiempo van a 
poder vivir en ella en forma independiente. Entonces, todo esto es muy complejo. 


También se trata de un sector para el que hay que contar con una cantidad de instrumentos. Por ejemplo, hay que tener en cuenta 
el tema del alquiler y el de llegar a los pasivos por los activos. Los pasivos quieren integrarse con sus propias familias. Es decir, que 
el jubilado forme parte de su familia y que ésta obtenga algún tipo de subsidio que le permita que los abuelos vivan con ella. De 
alguna manera, hay que seguir habilitando una cantidad de instrumentos que nos permitan tener más posibilidades de abrir 
instituciones. Como decía al principio, esto no quiere decir que no se va a actuar más en las periferias. Allí vamos a tener alguna 
focalización, pero también va a haber grados y formas para su ubicación. 


Otro tema importante es el de la cantidad de personas en esa situación. También, por ello, debemos contar con un gran número de 
instrumentos, porque puede haber jubilados a los que les interese más contar con el dinero para alquilar en alguna zona -para 


quedar en el barrio y evitar una relación de desarraigo- que con una vivienda en otro lugar. 
En síntesis, estamos abiertos a tomar en consideración una cantidad de factores. 


En materia de tercera edad, de jubilados y pasivos, es bastante complejo resolver estos temas. No debemos olvidar que nosotros 
tenemos que abordar el tema de la administración, donde a veces mucha proliferación en distintos lados hace más compleja la 
actividad. En fin, creemos que hay que tener varios instrumentos para abordar una política de esta naturaleza, y ese es, en cierta 
forma, el juego. ¿Cómo reciben esto los pasivos? Es algo sobre lo que hay que ir de a poco, porque se ha aprobado una ley, hubo 
un plebiscito y están organizados. A su vez, todavía ven con mucha aprensión el tema del cambio de gobierno, pues simplemente 
esta circunstancia no les ofrece ninguna confianza. Ellos no entienden el tema del tope y del crédito; lo concreto es que están 
aportando constantemente y les damos el 20 %, porque el tope es para todos: activos y pasivos. Lo que hay es una menor 
utilización de los recursos, pues nosotros estamos volcando a los pasivos menos de lo recaudado. Por lo tanto, el dinero va 
quedando en una cuenta. 


SEÑOR APEZTEGUIA..- El Ministro comentó que hace unos días los pasivos se enteraron por nosotros que en el Fondo de Pasivos 
tenían la cifra de U$S 82:000.000 que están depositados en una cuenta del Banco de la República. Uno de los problemas es que 
no está todo en dólares; obviamente, el Banco de Previsión Social depositó pesos. Como nadie administra esa cuenta, cuando vino 
el 2002, había pesos, entonces, se venía diciendo que había U$S 80:000.000 y llegó junio del 2002 y se pasó a tener U$S 
35:000.000. Entonces, uno lleva la cuenta en dólares de cada día que depositó, pero resulta que estaba depositado en pesos y, si 
bien el Ministerio es titular de esa cuenta, es de tal magnitud que ni siquiera se puede salir a jugar con ella financieramente porque 
en el mercado uruguayo, quien salga con U$S 10:000.000 o U$S 12:000.000 a comprar o vender dólares genera desequilibrios 
importantísimos. Digo esto porque se discute cuando el Banco Central sale a comprar U$S 2:000.000 porque el dólar sube y todo el 
mundo opina. Inclusive, hay un cuento de algún Ministro anterior que mandó a la contadora a comprar dólares y lo llamaron a él 
para preguntarle qué estaba haciendo, para decirle que parara la compra y suspendiera la operación porque el mercado se estaba 
moviendo. Entonces, hay U$S 82:000.000 en una letra de Tesorería, buena parte de ellos -alrededor de 938:000.000- en Unidades 
Indexadas, que equivalen a U$S 1.300:000.000 y a un largo año de presupuesto actual del Ministerio, pero las distintas variables 
presupuestales implican que la Cartera puede gastar hasta equis cifra por crédito presupuestal. Por otro lado, como puede gastar 
hasta tanto dinero, lo tiene que destinar a activos y pasivos, pero se hacen muchas viviendas para pasivos y se hacen pocas 
viviendas o se brindan pocas soluciones para los activos. Entonces, en el correr de los años se ha ido acumulando esa cifra y, de 
hecho, en los últimos años ha ingresado prácticamente el doble, por año, de lo que se ejecuta para pasivos ya que en el mejor de 
los casos llegó al 60%. O sea que la cifra de U$S 82:000. 000 -o lo que corresponda en pesos- va creciendo. Si alguien hiciera 
todas esas viviendas, la Cámara de la Construcción tendría un gran problema para hacerlas aunque el Senador Ríos me dice que 
no. Pero si esos U$S 80:000.000 fueran transformados en viviendas para jubilados, que ganan menos de UR 2, no habría como 
mantenerlas porque con el costo que generarían, el Fondo no sería suficiente. Este es un tema muy complejo para el Ministerio de 
Economía y Finanzas, para la reforma tributaria, para esta Comisión, para los jubilados, para quienes es absolutamente imposible 
comprender -así como lo es para cualquiera- cómo funciona esto financieramente: por qué, si tengo U$S 82:000.000 y tengo 
necesidades, no los puedo gastar. Reitero que este es un tema muy complejo y, además, muy difícil de reconstruir hacia el pasado. 
Sabemos cuál es la recaudación mes a mes y conocemos los gastos pero, de ahí a poder reproducir eso y decir que son tantos 
pesos, que un día se pasó a pesos y después a dólares, que hay tres cuentas, que hoy se pagó, es muy difícil que cierren los 
números como en un balance, a pesar de que no tenemos ninguna duda y de que todos los movimientos están registrados. Como 
ya dije, hace unos días los jubilados se enteraron de que tenían U$S 82:000.000 porque el Ministro lo comunicó en la Comisión de 
Vivienda de la Cámara de Representantes, cosa que no sabían. Incluso, han quedado deudas porque cuando se votó que el Fondo 
Nacional de Viviendas de los jubilados no se le aplicaba a los jubilados de menos de 12 Unidades Reajustables -Ley de Urgencia 
del presupuesto quinquenal anterior- se les bajó el impuesto a los jubilados y se dijo que era el Ministerio de Economía y Finanzas 
el que pagaba la diferencia. 


En este momento, el Ministerio de Economía y Finanzas está procurando depositar en el Fondo de Pasivos una Letra por valor de $ 
200:000.000 para que las cuentas cierren, pero en realidad esta es una cantidad que no se necesita gastar. Como contracara de lo 
expuesto, debo indicar que el Ministerio gasta el 60% de lo que se recauda por concepto de Fondo Nacional de Vivienda. Aquí hay 
un 40% que el Ministerio no ha venido ejecutando, por lo menos, desde el año 2000 a la fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber cuál es la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- El Fondo Nacional de Vivienda recauda alrededor de $ 1.500:000.000 al año. Esta cifra es aproximada, ya 
que la recaudación del año 2004 la desconocemos, porque cuando se comenzó a buscar y a reproducir la cifra correspondiente a 
ese año, se encontró que era de $ 1.200:000.000. Esto causó asombro porque, según se nos dijo, la cantidad debía ubicarse en 
alrededor de $ 1.500:000.000 y en el Banco de Previsión Social nos preguntaron si estábamos seguros de ello. En definitiva, hubo 
un error informático, pero ¿un error de $ 200:000.000? 


Tengo en mi poder algunos datos relativos a lo que recauda el Fondo. Por ejemplo, en el año 2000, recaudó $ 1.501:000.000; en el 
2001, $ 1.484:000.000; en el 2002, $ 1.463:000.000; en el 2003, $ 1.536:000.000 y una cifra similar en el año 2004. Seguramente, 
en el 2005 la cifra será un poquito superior, ya que se ubicará en el orden de $ 1.600:000.000, de los cuales el Ministerio tiene un 
tope de $ 1.067:000.000 para gastar, de acuerdo con lo que establece la última Ley de Presupuesto, más $ 81:000.000 que se 
otorgan para mantenimiento de pasivos. En cuanto al tope, debo señalar que una ley lo fijó en $ 1.100:000.000, pero luego otra 
norma lo estableció en otra cantidad. Estas son discusiones que todos los años enfrenta el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece sorprendente el número de 240.000 viviendas desocupadas, más allá de que muchas de ellas 
son de temporada. En este sentido, quiero saber si por la vía del mercado de los arrendamientos, que ahora se ha reactivado, se 
puede llegar a gestar alguna política de vivienda tratando de activar ese stock que hoy está vacío e inutilizado. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Uno de los grupos trata estrictamente el tema de las políticas de arrendamiento. Concretamente, entre sus 
cometidos figura analizar el sistema de fondos de garantía para mejorar el acceso a la vivienda a través del alquiler, y la discusión 
de subsidios para emergencia o situaciones preventivas frente a los temas de los asentamientos. 


Con respecto a las 240.000 viviendas desocupadas, quiero decir que este es un tema cuantitativo que se obtuvo de los Censos. El 
Censo, en la fase 1, establece que vivienda es todo aquello en que se haya pernoctado el día anterior a cuando se fue a censar. En 
el total de viviendas están comprendidos los asentamientos, cualquier cosa en la que durmió alguien que fue censado, todas las de 
veraneo y aquellas en las que se tocó timbre y nadie respondió al Censo, cualquiera fuese el motivo. 


En este momento hay un 16% más de viviendas, que de hogares. Desde el último Censo aumentó muchísimo la construcción de 
viviendas para veraneo, lo cual implica una forma de retribución de ingresos totalmente regresiva. En consecuencia, creo que 
debemos manejar con cuidado ese número porque el centro del reordenamiento del "stock" apunta a poner en juego las viviendas 
vacías que existen. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- He estado estudiando este tema y cruzando también datos de UTE y OSE para ver los consumos y 
pude ver que en el país, sin las viviendas balnearias -que son de otra categoría y con otra función- hay cerca de 100.000 viviendas. 


Con respecto a ese desorden jurídico que hay, tanto en el Banco Hipotecario como en el Ministerio para escriturar definitivamente 
una vivienda, creo que genera en el usuario de la vivienda un desinterés en el cuidado y en el retorno que debe hacer, porque está 
como colocado en tierra de nadie. Para mí es emblemático el caso del complejo Verdisol, que fue dado de baja en la contabilidad 
del Banco, pero que tampoco es del Ministerio ni de la Intendencia. Entonces, ¿de quién es el complejo Verdisol? Se trata de un 
virtual complejo que tiene 4.000 personas, con algunas viviendas con estructura terminada y otras terminadas por los usuarios, 
además de un asentamiento dentro del complejo. 


Yo me pregunto si no sería bueno pensar en algún tipo de ley que regularizara la situación. Aunque no tengo nada en contra de los 
abogados, creo que si nos metemos en la maraña jurídica del TOCAF y de otras cosas no sé si podremos salir para regularizar, y a 
mí me gustaría que el país se fuera regularizando. Habrá lugares -sobre todo los que implican muchas personas- que seguramente 
convenga regularizarlos por ley. Aclaro que esta es una idea que estoy dejando sobre la mesa. 


He estudiado el tema del complejo Verdisol, en el que la empresa quebró y luego desapareció, lo mismo que la fábrica que hizo los 
prefabricados. Hay algunos que pagan impuestos de puerta y otros que no lo hacen; hay quienes están allí desde hace quince años 
y otros desde hace menos tiempo. Es decir: es un caos que compete a 4.000 personas, lo que no es poco, casi un poblado. 


En consecuencia, me pregunto si no sería bueno, desde el punto de vista de la propiedad, que finalmente a la persona le quede 
claro si está allí de intruso, de usurpador, alquilando, pagando o lo que sea. Además, me parece que habría que regularizar con 
opciones, porque quizás no todo el mundo esté interesado en ser comprador. De esta manera se podría, por fin, ir saldando 
legalmente algo que nos va a llevar años, pero que hay que empezar en algún momento. Quisiera saber cómo ve el Ministerio esta 
propuesta. 


SEÑOR VILLAMARZO.- Respecto de la situación de los conjuntos habitacionales y otros, en algunos casos la mejor solución es la 
ley. La ley de condominios es un ejemplo de abordaje de una situación de ese tipo. Luego de esa ley ha habido situaciones nuevas, 
parecidas, que en algún caso van a merecer un proyecto de ley. En ese sentido, cito un caso que los señores Senadores deben 
conocer, el de la Villa Roberto Farré, en Montevideo, sobre el que hemos llegado a la conclusión de que va a merecer un proyecto 
de ley. 


Sin embargo, hay otras situaciones que se pueden solucionar por la vía administrativa y llegar a regularizar, como la experiencia 
realizada en los últimos nueve años entre el Banco Hipotecario y la Intendencia de Montevideo, con una Comisión Interinstitucional 
por convenio entre ambos organismos, que ha permitido -lentamente, porque cuando hacer investigaciones de títulos de hasta 
treinta años para atrás y otras necesidades jurídicas llevan tiempo- ir regularizando conjuntos habitacionales construidos por 
convenio desde la década del 30 en adelante en el departamento de Montevideo. Son miles de familias que están en vías de 
regularización y hay unos cuantos cientos que ya han logrado escriturar. Muchas veces, lo que hay que hacer es remangarse y 
encarar el trabajo administrativo, es decir, regularizar las cosas que no se hicieron bien en el pasado. 


No siempre la solución es la ley, pero tampoco se la puede descartar cuando no hay otra salida. 


SEÑOR RIOS.- Me parece muy bien que la ley pueda regularizar situaciones vinculadas al Banco Hipotecario y al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero la ley no es un modo de adquirir el dominio. Entonces, los 30 años de 
registro de la titularidad del predio nos puede permitir que, por ley, regularicemos la situación del ocupante frente a la Cartera de 
Vivienda, así como también frente al Banco Hipotecario, pero no podemos darle la propiedad porque por ley no es un modo de 
adquirir el dominio. Entonces, luego tendríamos que hacer todo el trabajo dominial, a efectos de poder, individualmente, 
incorporarlos a propiedad horizontal o, de lo contrario, buscar otra forma -que sí se puede hacer por ley- para poder otorgar a la 
persona la titularidad del bien. Es decir que la ley regulariza un aspecto pero no el otro porque está imposibilitada de hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una pregunta sobre un Plan que para los que somos del interior ha sido muy valorado. 
Concretamente, me refiero al Plan MEVIR. En el departamento de Colonia con la coordinación de la Intendencia Municipal y las 
autoridades de MEVIR se han creado muchos conjuntos habitacionales en zonas -este es un tema opinable- donde se "mete" 
mucha gente y no hay trabajo. Pero hay lugares en donde estas viviendas son ocupadas por peones rurales -ellos mismos las han 
construido- o incluso están cerca de alguna fábrica. De todos modos, creo que en el último año y medio ha quedado cerrada la 
posibilidad de construir nuevos núcleos. Quisiera saber qué idea tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente del Plan MEVIR. 


SEÑOR MINISTRO.- Por supuesto que queremos que continúe. Consideramos que este Plan ha sido muy positivo. Actualmente 
hay conjuntos en construcción -incluso atendiendo algunas nuevas modalidades- en los cuales se han incorporado unidades 
productivas que permiten que la población relativamente dispersa en el ámbito rural se pueda sentir estimulada, no solamente por 
la eventual construcción de casas, sino también -si ya la tiene- por alguna construcción complementaria como, por ejemplo 
depósitos o tambos. Ocurre lo mismo con respecto a la granja. Hace pocos días lo hemos visto en el Sauce con perforaciones de 
agua. Creo que todo esto se ha valorado mucho y actualmente hay una demanda fuerte. Al principio había cierta reticencia pero 
ahora no. Esto nos lo ha dicho, incluso, una asociación vinculada a aquellas personas interesadas en obtener algún apoyo de 
MEVIR que han empezado a registrarse demandas, incluso en las proximidades de Canelones y del Sauce. Tanto es así que 
hemos hablado con el actual Presidente de la Comisión Honoraria que aspira, con los núcleos que están en construcción, a llegar 


este año a las 20.000 viviendas construidas. Esto quiere decir que se están construyendo complejos de este tipo y nuestro 
propósito es seguir con este Programa que consideramos muy positivo. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- Recién este mes se comenzaron a librar las partidas para MEVIR de fondos de este año. MEVIR no había 
recibido fondos del Ministerio que se acreditaron al año 2004. Si bien esto correspondía al Presupuesto del 2004 no se le pagó y 
eso formaba parte de la deuda de más de doscientos millones que nos encontramos en el Ministerio -que corresponde al 20% del 
Presupuesto- que, reitero, MEVIR recién comenzó a recibir. El 60% de los ingresos de MEVIR provienen del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el 40% está formado por algunos impuestos propios y por la devolución del IVA. La 
crisis del 2002 y del 2003 significó un golpe muy duro para MEVIR en lo que tiene que ver con la devolución del IVA, así como no 
recibir fondos del Ministerio de Vivienda. Esto le implicó la detención de todos los procesos de construcción que recién se 
retomaron en el año 2004. Por lo tanto, al no contar con una perspectiva, se hacía muy difícil la aparición de nuevos grupos MEVIR. 


El Presidente de MEVIR se ha preocupado en estos meses de asegurar una ejecución mínima de 1.200 viviendas al año, ajustando 
la demanda con la efectiva construcción por el propio proceso que tiene MEVIR. Se construye para alguien que existe. Se planifica 
desde la demanda y, retomando el ritmo que alguna vez pudo tener MEVIR, el Presidente sostiene que, si tenemos los fondos 
correspondientes en el Ministerio, sin crecer, es decir sin llegar a comprometerse con mayor número de funcionarios, de capataces 
de construcción o de arquitectos, MEVIR puede llegar a manejar 1.800 viviendas al año. 


SEÑOR ALTAMIRANO..- Dada la crisis de recursos que existió en los últimos años, MEVIR intervino en algunas ciudades con más 
de 5.000 habitantes. Por ejemplo, está trabajando en el barrio Kennedy con el tema del realojo. La idea es salir un poco de esa 
lógica y volver estrictamente a los planteos del tema rural. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las viviendas son muy buenas. 
SEÑOR APEZTEGUIA.- Sin embargo, al entrar en la zona urbana, empieza a tener problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La gente de las zonas rurales tiene mayor aptitud y más disposición para trabajar; en particular, las 
mujeres tienen un rol muy activo en la autoconstrucción. 


En otro orden de cosas, ya que se encuentra aquí el Director de Ordenamiento Territorial y dado que el Ministro ha hecho 
apreciaciones en esa materia, en el seno de esta Comisión hemos hablado con respecto a la elaboración de un proyecto de ley de 
ordenamiento territorial. Al igual que las autoridades del Ministerio, creemos que es una necesidad que tiene el país, pero no es 
nada sencillo. Además, si fuera demasiado minucioso, podrían rozarse las autonomías municipales. Por lo tanto, creo que tiene que 
haber participación de los gobiernos departamentales. Hay una Comisión que está trabajando en el tema, que se reúne en el seno 
del Banco Hipotecario y nos han invitado a participar en ella. Esta Comisión está absolutamente a la orden para trabajar en 
conjunto con el Ministerio, porque creemos que un proyecto de ley de esta naturaleza debería elaborarse con varios actores 
involucrados en el tema. Habría que ver cómo podemos coordinar para llegar finalmente a un texto de consenso entre todos los 
actores. 


SEÑOR VILLAMARZO.- Nosotros estamos trabajando en la elaboración de algunas ideas básicas para la discusión. En el pasado 
hubo una tendencia a entender que una ley de ordenamiento territorial era básicamente un problema técnico, pero creemos -así lo 
ha planteado el Ministro- que es esencialmente un tema político, que hay que mejorar las competencias de los gobiernos 
municipales, darle instrumentos para manejar su territorio y que éste tenga la posibilidad de un desarrollo económico y social 
sostenible. Estamos trabajando con esas ideas y tenemos la intención de jerarquizar el ámbito político en la discusión de qué 
legislar para no caer en la calle sin salida de cinco articulados diferentes. Pensamos -y lo dice un arquitecto- que no es un tema 
solamente de arquitectos, que es sustancialmente un problema de políticos y ahí reivindico el rol que tengo hoy. En ese ámbito 
deberíamos discutirlo. Esta Comisión será el primer lugar donde volcaremos nuestras ideas y trabajaremos sobre la cuestión de en 
qué legislar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que eso es muy bueno. Hay que hacer la coordinación con los gobiernos departamentales, algunos 
de los cuales ya han hecho tareas, sobre todo los de mayor desarrollo económico relativo, como Maldonado, Montevideo, Colonia, 
en los que se hizo planes directores para ciudades. 


Hemos hecho acuerdos con el Ministerio y también con expertos franceses que nos han venido a asesorar sobre estos temas. Se 
ha trabajado en equipo, lo que creo que es algo muy positivo. Los arquitectos sueñan con ciudades maravillosas y muchas veces 
se dan de bruces con algunas realidades, pero creo que son absolutamente imprescindibles en esto. 


SEÑOR VILLAMARZO..- La legislación vigente, tanto la Constitución de la República, como la Ley de Centros Poblados y otras 
normas, permiten perfectamente hacer procesos de legislación departamental en cuanto al ordenamiento territorial. Por lo tanto, no 
se requiere una ley para ello y la experiencia de la región sureste, y en particular la de Colonia, es bastante precursora en tal 
sentido. Además, han habido otros procesos. En este momento recibimos el plan para la ciudad de Melo -elaborado por un equipo 
contratado al efecto mediante un llamado público- que tenemos que presentar al Intendente Municipal de Cerro Largo. Incluso se 
ha iniciado un proceso muy interesante de planificación departamental y urbana en los departamentos del centro del país. En tal 
sentido, hay nueve planes, algunos aprobados y otros a consideración de las Juntas Departamentales. Es decir que no sólo los 
departamentos tradicionalmente más fuertes como Maldonado, o algunos del litoral como Paysandú y Salto -con antiguos procesos 
de planificación y diferentes modalidades que a lo largo de la historia han tenido- se han embarcado en este proceso, sino que 
otros también lo han hecho. Al respecto, consideramos que la ley tiene que servir para algo más, es decir, para dar herramientas de 
gestión y no tanto de ordenamiento. Es necesario que los gobiernos departamentales efectivamente tengan instrumentos para 
poder gestionar y hacer cumplir los planes y que estos no queden en meros documentos en la biblioteca. Ese es el reto de esta 
etapa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos estado participando con técnicos de esa experiencia en el centro del país en la que se trabajó en 
equipo. 


SEÑOR VILLAMARZO.- Por ese motivo, estamos en contacto incluso con los Intendentes electos para continuar en ese proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
arquitecto Mariano Arana y de sus Directores. Esta ha sido una fructífera reunión; nos vamos un poco preocupados con el 
panorama pero creo que es importante que esta Comisión esté informada de la realidad actual del Ministerio. 

Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 32 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


